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Aprobado en Sala No. 24 de la misma fecha
ASUNTO 

Previa aceptación del impedimento presentado por la magistrada MARIA MERCEDES LÓPEZ MORA
, corresponde a la Sala pronunciarse sobre el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia de fecha 26 de septiembre de 2012, proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Tolima, mediante la cual sancionó con DESTITUCIÓN E INHABILIDAD GENERAL DE DIECISEIS (16) AÑOS a la doctora MARTHA AZUCENA HUERTAS MORA, en su calidad de Fiscal Sexta Local de Flandes, Tolima, al encontrarla responsable de incurrir en las faltas descritas en los artículos 153 numerales 1, 2 y 7, y 154 numerales 2 y  6 de la Ley 270 de 1996 y 48 numeral 1 de la Ley 734 de 2002.

HECHOS

La señora MARÍA LETTY LEAL DEVIA mediante escrito presentado el día 25 de junio de 2009, elevó queja contra la doctora MARTHA AZUCENA HUERTAS MORA, Fiscal Sexta Local de Flandes, Tolima, bajo los siguientes argumentos:

“En fecha 22 de marzo del año en curso, tuvieron ocurrencia en la comprensión y jurisdicción del municipio del Espinal, un Hurto Calificado y Agravado (Fue víctima de dos sujetos quienes ingresaron a su casa y por el solar entraron a la cocina apoderándose de varios elementos entre ellos una estufa a la que ya le habían cortado la manguera. Al ser sorprendidos por los habitantes de la casa los amenazaron con cuchillo, les exigieron entregaran la plata y que si no los apuñalaban), siendo denunciante y víctima el señor JESÚS ANTONIO RODRÍGUEZ MURILLO, quien reside en la calle 3 Nro. 9 – 89 Barrio Isaías Olivar del Espinal, Tolima, donde se dio lugar a las 5: 00 horas aproximadamente la captura en flagrancia los señores FRANCISCO ELINDER CABEZAS RODRIGUEZ Y JORGE ENRIQUE LOPEZ AYA, por agentes de la Estación de Policía del Espinal y como Policía Judicial actuaron los funcionarios del C.T.I. Espinal, señores JESÚS HERMINSO LOZANO PRADA Y RUBIELA DIAZ, quienes además adelantaron todos los actos urgentes correspondientes a que había lugar, habiendo sido entregados dentro del término que les da la ley para estos efectos. Y quienes vieron como ocurrió los hechos del hurto. Es así como obtuvieron número de noticia criminal y dieron a conocer los hechos ante la Fiscal de Turno en mención MARTHA AZUCENA HUERTAS a través de la Asistente de Fiscal LUZ ANGELA ARIAS, quien le hizo saber a los del C.T.I. que su jefe la Dra. HUERTAS MORA  se encontraba en Bogotá; marzo 23 del año en curso horas de la tarde una 1: 00 p.m. recibiendo los respectivos informes y comunicándole esto a la ya mencionada, quien con pleno conocimiento no vino o viajó a la ciudad del Espinal a ejecutar las labores, habiendo dejado vencer los términos por los que tuvo que soltar a los capturados, de lo cual tiene conocimiento la doctora LUCIA MARITZA Juez Segunda de Flandes quien no realizó las audiencias el día martes cuando ella se hizo presente en el despacho y le tocó trasladarse a la ciudad del Espinal para dejarlos libres por vencimientos de términos y le echó la culpa de su inoperancia a los funcionarios del C.T.I.  

Posteriormente se dio a la tarea de buscar a la víctima para que DESISTIERA de los hechos quienes estaban muy enojados con la Doctora pero como les ofreció plata la suma de Cien Mil pesos ($ 100.000,oo) con ello archivó las diligencias para que no se le formara problema, así lo voy a demostrar…”
. (Sic a lo transcrito). 
ACTUACIONES PROCESALES

Mediante providencia del 11 de agosto de 2009, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Tolima, avocó el conocimiento del presente proceso y dispuso la apertura de investigación disciplinaria contra la doctora MARTHA AZUCENA HUERTAS MORA
. 

En la misma providencia, se ordenó: 1. realizar inspección judicial al proceso correspondiente a la investigación adelantada en contra de JORGE ENRIQUE LÓPEZ AYA y FRANCISCO CABEZAS RODRIGUEZ por el delito de hurto calificado y agravado, seguido en la Fiscalía Sexta Local de Flandes; 2. oficiar al Coordinador del Sistema Penal Acusatorio de El Espinal, a efecto de que certificara si entre los días 22 y 24 de marzo del año 2009, la señora Fiscal Sexta Local de Flandes, doctora MARTHA AZUCENA HUERTAS MORA, cumplió con el turno de disponibilidad asignado en esa fecha; y, 3. requerir a la Sala Administrativa del mismo Seccional, para que informara los turnos de disponibilidad que fueron programados en el mes de marzo de 2009 en el municipio de El Espinal para que los funcionarios (Jueces y Fiscales) de ese Circuito cumplieran con ese cargo. Por su parte, se señaló para el 13 de octubre de 2009 la ampliación de la denuncia de la señora MARÍA LETTY LEAL DEVIA y para escuchar en versión libre a la doctora MARTHA AZUCENA HUERTAS MORA.  

PRONUNCIAMIENTO DE LA DRA. MARTHA AZUCENA HUERTAS MORA

El 13 de octubre de 2009, la doctora MARTHA AZUCENA HUERTAS MORA rindió versión libre
, señalando que:
“PREGUNTADO: sírvase manifestar doctora MARTHA AZUCENA si usted recuerda haber tramitado en su despacho un asunto de interés del señor JESUS ANTONIO RAMÍREZ MURILLO por un presunto hurto calificado y agravado. CONTESTÓ: No se los nombres, me acuerdo de los dos capturados, ese debió ser un fin de semana que estuve de turno de disponibilidad, esos fueron unos hechos de dos muchachos que capturó la SIJIN si no estoy mal, finalizando el turno de disponibilidad, debió ser el lunes festivo hacia el amanecer, si no estoy mal, no recuerdo la fecha exacta, como no se alcanzó a hacer la audiencia ese mismo día, por los actos urgentes y reseñas y demás que se tienen que hacer para llevar a un captura a las audiencias concentradas, de común acuerdo con la señora juez, doctora LUCIA MARITZA CUERVO ARANGO que era la Juez que fungía también en turno de disponibilidad, quedamos que la audiencia la realizaríamos el martes, teniendo en cuenta que las 36 horas se vencían el martes, yo llegué el martes en horas de la mañana, pedimos la audiencia con la Asistente ANGELA MARIA ARIAS, ante el Juez de Control de Garantías y con sorpresa me comentó la doctora MYRIAM AMANDA FANDIÑO, que había hablado con la doctora LUCIA y que como ella tenía su compensatorio el martes, entonces la doctora MYRIAM AMANDA me hacía el favor de hacerme la audiencia y me la dieron finalizando la tarde y yo me quedé tranquila todo el día porque estaba programada para las cuatro, yo llegué de Bogotá a las cuatro de la tarde llegué a la audiencia y cuando iniciamos la doctora MYRIAM AMANDA me dice que no puede hacer esa audiencia porque los hechos fueron en el Espinal y que yo debí haber pedido la audiencia en el Espinal, yo le dije que cómo era posible que me dijeran hasta esa hora y le dije que por jurisprudencia cualquier juez puede hacer la audiencia y luego remitir al competente, entonces me fui en la camioneta de la policía nos fuimos para el Espinal con los procesos y llegué al despacho del doctor ELISEO no recuerdo el apellido, y le comenté lo sucedido y me dijo que ya se iban a vencer los términos de 36 horas, me dijo que él hacía la audiencia pero le compulsaba copias a la doctora MYRIAM AMANDA porque no podía negarse a realizar la audiencia, me dijo que les diera libertad a los detenidos, estaban con el defensor, se les dio la libertad y respecto a la indemnización le propuse al afectado que como se estaban venciendo las 36 horas y por el inconveniente en el Espinal, se propuso un arreglo por unos baldes una olleta, un molinillo, inclusive le dije que yo misma le pagaba los perjuicios y el señor me dijo que eran doscientos mil pesos, luego me dijo que esos mismos señores le habían quitado anteriormente un celular, finalmente arreglamos por  treinta mil pesos, el señor dijo que no quería tener  problema con los detenidos. PREGUNTADO: de conformidad con el escrito enviado a la Directora de Fiscalías, dijo que Usted no había estado en turno en el Espinal donde le correspondía, puesto que se encontraba en Bogotá, “quien con pleno conocimiento no vino a la ciudad de Espinal, a ejecutar sus labores por lo que tuvo que soltar a los capturados…”, se pregunta si usted estuvo en el Espinal del 22 al 24 de marzo. CONTESTÓ: yo estuve en el Espinal viernes, sábado y domingo, el lunes viajé por la noche a Bogotá y regresé el martes al Espinal, no es por eso que se vencieron los términos, falta a la verdad y considero que es una falsa denuncia…PREGUNTADO: dice la quejosa que posteriormente usted se dio a la tarea de buscar a los quejosos que estaban enojados y que usted les ofreció la suma de cien mil pesos. Qué tiene para decir al respecto. CONTESTÓ: No, nunca le ofrecí plata, simplemente le dije en presencia del defensor y del señor Juez, le dije que ya había recuperado los elementos, se estaban venciendo las 36 horas yo le propuse que yo le indemnizaba y le propuse que le daba cincuenta mil pesos y me dijo que le diera doscientos mil pesos y yo le dije que no porque yo no era la que le había quitado las cosas, además que ya había recuperado los elementos y no quería el señor tener problemas con los capturados, efectivamente le di treinta mil pesos y se hizo un escrito donde ya estaba reparado e indemnizado dijo que no quería que se continuara con el proceso. PREGUNTADO: Diga si a consecuencia de la suma dineraria por usted indicada, fue lo que generó el archivo de las diligencias. CONTESTÓ: No, fue porque él se sintió reparado y ya mirando las diligencias y que había sido una tentativa, que había recuperado sus elementos que eran viejos, el señor desistió de manera libre y espontánea en presencia del juez, el defensor y los capturados. PREGUNTADO: Se pregunta si las diligencias por hurto calificado y agravado cabía el desistimiento. CONTESTÓ: De pronto por la calificación y la agravación no cabría, pero la jurisprudencia ha dicho que debe mirarse la minimizad y el desgaste judicial y teniendo en cuenta que ya había recuperado los elementos y con base en esos atenuantes se consideró viable para archivar las diligencias…”
. (Sic a lo transcrito).         
PLIEGO DE CARGOS

Mediante auto del 15 de abril de 2010, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Tolima, profirió pliego de cargos a la doctora MARTHA AZUCENA HUERTAS MORA, Fiscal Sexta Local de Flandes, como presunta infractora de las faltas contempladas en los numerales 1, 2, 7, 8 y 15 del artículo 153, y 1, 2, 3 y 6 del artículo 154 de la ley 270 de 1996, así como el numeral 1 del artículo 48 de la ley 734 de 2002. Para sustentar la decisión, el Seccional manifestó:

“…de los hechos descritos, se avizora la comisión de varias conductas presuntamente irregulares, a saber:

1.2.1. El manifiesto irrespeto e incumplimiento a la Constitución, la ley y el reglamento (Artículo 153.1 Ley 270/1996). En cuanto que es “obligación” de la Fiscalía General de la Nación y por su ende de sus delegados “…adelantar el ejercicio de la acción penal y realizar la investigación…” (Art.250 CN), sin que pueda “…suspender, interrumpir ni renunciar a la persecución penal…” en ejercicio de tales funciones, establece la norma superior, que el Fiscal Delegado, debe “1. Solicitar al Juez que ejerza funciones de control de garantías (sic) las medidas necesarias que aseguren la comparecencia de los imputados”, mandatos de rango constitucional que se encuentran plasmados en la ley 906 de 2004 y que le fija como límite temporal, una vez capturada una persona, el máximo de 36 horas para ser llevada ante el citado juez.

1.2.2 Dejó de desempeñar sus labores con “…honorabilidad, solicitud, celeridad, eficacia, moralidad, lealtad e imparcialidad…”. (Artículo 153.2 Ley 270/1996). El hecho de pretender ocultar la falta al deber legal dentro de los términos señalados por la ley, ofreciendo y entregando dinero a la víctima para luego proveerse de un escrito en el que se plasma un supuesto acto indemnizatorio por parte de los infractores penales, engañando a la administración de justicia.

1.2.3. Inobservó el horario de trabajo y los términos fijados para atender los asuntos de su competencia y abandonó sus labores sin autorización previa. (Artículo 153.7 y 154.2 Ley 270/1996). Debiendo cumplir turno de disponibilidad los días 21, 22 y 23 de marzo de 2009, la funcionaria disciplinada, viajó a la ciudad de Bogotá, por lo menos ese último día, no mediando permiso alguno para ello, y dejó de asistir al lugar de trabajo, durante la mañana del día 24 del mismo mes y año, abandonando per se, sus labores y responsabilidades.

1.2.4. No dedicó la totalidad del tiempo reglamentario de trabajo al desempeño de sus funciones y por ende realizó actividades ajenas al ejercicio de sus funciones durante la jornada de trabajo. (Artículo 153.8 y 154.1, Ley 270/1996). Al viajar a la ciudad de Bogotá, seguramente para el ejercicio de labores de carácter personal, durante los días 23 y 24 de marzo de 2009.

1.2.5. No resolvió el asunto de marras, dentro del término previsto en la ley, ni con sujeción a los principios y garantías que orientan el ejercicio de la función jurisdiccional, incurriendo en la prohibición de retardar injustificadamente el despacho del asunto y la prestación del servicio a que estaba obligada. (Artículo 153.15 y 154.3, Ley 270/1996). De igual manera, retardó injustificadamente la conducción de persona capturada, sin ponerla a órdenes de autoridad competente, dentro del término legal. (Artículo 48.15, ley 734 de 2002). La funcionaria no presentó la solicitud de audiencia preliminar “en el menor término posible”, sino que –según su versión- acordó con la juez, también de turno, realizarlo hasta el día siguiente, sin mediar razón alguna para ello, pese a que en horas de la tarde del día 23 de marzo de 2009, contaba con todos los medios para cumplir su función.

1.2.6. Realizó en el servicio, un acto que puede afectar la confianza del público, comprometiendo la dignidad de la Administración de Justicia. (Artículo 154.6, Ley 270/1996). Al ofrecer y entregar un dinero a cambio de que la víctima, lo hiciera pasar con un acto indemnizatorio por parte de sus agresores, lo cual no es cierto, produciendo desmedro de la dignidad del cargo que ejerce. 

1.2.7. La realización objetiva de descripciones típicas consagradas en la Ley como delito sancionable a título de dolo, cometida con ocasión de la función de su cargo. (Artículo 48.1, Ley 734/2002). Al respecto, la funcionaria pudo cometer las siguientes conductas:

1.2.7.1. Prevaricato por acción. (Artículo 413 ley 599 de 2000). “…El servidor público que profiera resolución, dictamen o concepto manifiestamente contrario a la ley…”. Habiéndose presentado la solicitud de audiencia preliminar para “legalización de captura, formulación de imputación, medida de aseguramiento” (f.40 Anexo I), la señora Fiscal Sexta Local de Flandes, retiró la misma para en su lugar, expedir la orden de libertad (f.44) con fundamento en que “…hubo prolongación ilegal de los detenidos y además existe un desistimiento…” (f45). Obsérvese que tal orden, aparece con hora de creación de las 16: 00 del día 24 de marzo de 2009, esto es, antes de que se cumpliera el término máximo para presentar la solicitud de legalización de captura, el cual se cumplía a las 17: 30 del mismo día, con lo que no podría hablarse de “prolongación ilegal de los detenidos”. 

Pero además, conforme a lo aceptado por la disciplinada, el desistimiento al que alude, se operó porque supuestamente “fueron indemnizados los perjuicios…” (f43), lo cual no corresponde a la verdad, siendo aun de mayor relevancia, el estudio de procedencia de la figura extintora de la acción penal. Al respecto, el artículo 74 de la ley 906 de 2004, enlista las conductas querellables, por ende objeto de desistimiento. De su lectura, no aparece la conducta señalada  como hurto calificado y agravado (art. 239, 240 y 241 del C.P.) por lo que en principio, la orden de libertad alegando como causal, el desistimiento, constituye resolución “manifiestamente contraria a la ley…”. En el mismo sentido, la decisión adoptada el día 20 de abril de 2009, cuando dispuso el archivo de las diligencias por la misma causal. (f. 47-49 Anexo I). 

1.2.7.2. Prevaricato por omisión. (Artículo 414 ley 599 de 2000). “El servidor público que omita, retarde, rehúse o deniegue un acto propio de sus funciones…”. Siendo su deber funcional, legal y constitucional, la señora Fiscal simplemente retardó y en últimas, omitió presentar la solicitud de audiencia para la legalización de la captura de los señores LÓPEZ AYA y CABEZAS RODRÍGUEZ, dejando vencer los términos, lo cual provocó su libertad.

1.2.7.3. Falsedad ideológica en documento público. (Artículo 286 ley 599 de 2000). “El servidor público que en ejercicio de sus funciones, al extender documento público que pueda servir de prueba, consigne una falsedad o calle total o parcialmente la verdad…”. Al extenderse la orden de libertad (f.44-46), así como el archivo de las diligencias (f.47-49), bajo el supuesto de haberse operado la figura del desistimiento por “indemnización de perjuicios” supuestamente por parte de los victimarios, lo cual no es cierto, por cuanto lo ocurrido, es que la funcionaria ofreció y entregó dinero a la víctima, coaccionando así su voluntad. 

Con lo anteriores prolegómenos, desciende la Sala en el análisis respectivo para significar, de entrada, que infortunadamente nos encontramos ante un presunto concurso de faltas disciplinarias, siendo la de mayor relevancia, la contemplada en el numeral primero del artículo 48 de la ley 734 de 2002, señalada expresamente como falta gravísima, en tanto que pudo la funcionaria, incurrir en la comisión de conductas punibles que deberán ser objeto de investigación por las autoridades competentes, para lo cual se dispondrá la compulsa de copias requerida. 

En el mismo sentido, las faltas aquí enrostradas, por el presunto incumplimiento a sus deberes o la incursión en las prohibiciones que le señala la Ley Estatutaria de Justicia, se consideran como graves, conforme a los parámetros trazados en el C.U.D. que hacen referencia a la calificación de la misma, plasmados en el artículo 43 de la ley 734 de 2002.

De igual forma, el grado de culpabilidad que se ha de imputar a la disciplinada, será definido como de corte doloso, pues se le atribuye la entronización de las faltas descritas, de modo intencional, atendidas las circunstancias modales que permitieron el comportamiento, presuntamente irregular de la servidora judicial”
. (Sic a la transcrito). 
DESCARGOS

La doctora MARTHA AZUCENA HUERTAS MORAS, en escrito de descargos
 se pronunció frente a cada imputación, denotando su inocencia y buena fe, con la que asegura, actuó en los hechos de marras, por lo que considera que el despacho erró al señalarla como infractora de la ley penal. Hizo una narración de los hechos ocurridos, a efecto de justificar su conducta, señalando que no puede responder por actos ajenos, al considerar que fue la Juez Primero Promiscuo Municipal de Flandes, quien se negó a adelantar la audiencia de legalización de captura. Puntualmente señaló la encartada:  

“No puede tildarse como un irrespeto a la constitución y la ley, el que una cantidad de circunstancias aunadas, dieron al traste con la detención de los señores JORGE ENRIQUE LÓPEZ AYA y FRANCISCO CABEZAS RODRIGUEZ. Pero especialmente que se me endilgue responsabilidad disciplinaria por las acciones u omisiones de otros funcionarios, en este caso en concreto corresponden al Juzgado Primero Promiscuo Municipal de Flandes a cargo de la doctora MIRYAM AMANDA FANDIÑO por negarse a realizar un acto propio de sus funciones, como era realizar una diligencia de garantías...las afirmaciones que endilga la Sala en mi contra, resultan como un mecanismo derivante de la versión libre que entregué en el proceso en donde afirmé que la suscrita le había manifestado al demandante que yo misma le pagaba la indemnización y que evidentemente así se hizo, pero no se me preguntó si era que ese dinero salía de mi patrimonio económico y la suscrita no lo hizo con dinero de mi propiedad sino dinero que entregaban los mismos detenidos…de la lectura cuidadosa del cargo y confrontada con la versión libre que realicé ante ese Consejo, se evidencia que la suscrita no asistió a sus labores para los días 23 y la mañana del 24 de marzo del 2009. Desde acá levanto una enérgica voz como se manejó la versión libre y espontánea que la suscrita realizó ante ese Consejo, porque el acta resolvió cosas que no son y quedó ella como si realmente la suscrita no hubiera estado presente en las diligencias surgidas por disponibilidad en la fecha 23 y 24 de marzo de 2009…si el día 23 de marzo de 2009 tenía turno de disponibilidad, no implica ello que tenga que hacer presencia permanente en el lugar de trabajo sino estar disponible para tramitar cualquier asunto con detenido que se presente y mucho menos tenía que pedir permiso a mis superiores, mi deber está en mantener en contacto con la oficina para determinar lo que haya que hacer en un caso específico, de eso se trata el turno de disponibilidad, que es bien diferente a un turno de permanencia como el que tienen los jueces …  ”. (Sic a lo transcrito).  

En el mismo documento, la doctora MARTHA AZUCENA HUERTAS MORA, solicitó decretar como prueba los testimonios de la doctora MIRYAM AMANDA FANDIÑO ORTIZ; de la doctora LUCIA MARITZA PUERTO ARANGO; del doctor ELISEO OSORIO CAVIEDES; y, de la señora LUZ ANGELA ARIAS CORTES; al igual que pidió oficiar tanto al Consejo Superior de la Judicatura como a la Dirección Administrativa y Financiera de la Fiscalía Seccional en Ibagué, para que remitiera copia del documento que señalaba los horarios de la administración de justicia y sobre los turnos, si son permanencia o de disponibilidad
.  

PRUEBAS RECAUDADAS
Mediante auto del 24 de junio de 2010, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Tolima, decretó las siguientes pruebas
:

“I. De la disciplinada.

1. Testimonial: 1.1 Se solicitará declaración por certificación jurada, a los siguientes servidores judiciales, conforme a las previsiones del artículo 222 del C. de P. C., así: Dra. Miryam Amanda Fandiño Ortiz, Juez Primero Promiscuo Municipal de Flandes, Dra. Lucía Maritza Puerto, Juez Segundo Promiscuo Municipal de Flandes y Dr. Eliseo Osorio Caviedes, Juez Tercero Penal Municipal del Espinal. 

1.2 Se escuchará igualmente en declaración a: 

1.2.1 Señora Luz Ángela Arias Cortés, Asistente de la Fiscalía 6 Local de Flandes; para la práctica de esta diligencia se comisiona al señor Juez Promiscuo Municipal de Flandes (R), a quien se le remitirá de igual manera copia de la queja, del auto de formulación de cargos y del escrito de descargos. 

1.2.2 Señor Jesús Antonio Rodríguez Murillo; para la práctica de esta diligencia se comisiona al señor Juez Penal Municipal de Espinal (R), a quien se le remitirá de igual manera, copia de los folios antes enunciados. 

2. Documental: Oficiar a la Dirección Administrativa y Financiera de la Fiscalía Seccional en Ibagué, a efecto de que informe a la Sala, si para los días 21, 22 y 23 de marzo de 2009, la Dra. Martha Azucena Huertas Mora, quien fungía como Fiscal 6 Local de Flandes, debió cumplir turno de disponibilidad en la ciudad de Espinal.

De otra parte, se servirá informar en qué condiciones presta el Fiscal designado, el llamado turno de disponibilidad. 

II. De oficio 

1. Documental: Oficiar a la Procuraduría General de la Nación, Regional Tolima, con el fin de obtener el certificado de antecedentes disciplinarios de la disciplinada.

2. Testimonial: Se escuchará igualmente en declaración a los señores Jorge Enrique López Aya y Francisco Cabezas Rodríguez, quienes obraron como indiciados en los hechos objeto de estudio; para la práctica de esta diligencia se comisiona al señor Juez Penal Municipal de Espinal (R), a quien se le remitirá de igual manera, copia de la queja, del auto de formulación de cargos y del escrito de descargos”. 

A folio 83 del cuaderno principal del expediente, obra la certificación expedida por la Procuraduría, donde informó que la doctora MARTHA AZUCENA HUERTAS MORA, no registra sanciones ni inhabilidades vigentes. 

El 20 de agosto de 2010, el Juez Primero Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías del Espinal, Tolima, doctor ELISEO OSORIO CAVIEDES, rindió declaración
:

“En torno a los hechos por los que se me interroga, es menester señalar que cierto día hábil sin precisar la fecha exacta, sobre la 5:00 de la tarde se presentó la Dra. MARTHA AZUCENA HUERTAS MORA, en su condición de Fiscal de turno para el fin de semana anterior, con dos detenidos, con la finalidad de radicar una solicitud de control de garantías, para que se llevara a cabo las audiencias preliminares concentradas respecto de dos detenidos que también eran traídos por la policía en calidad de detenidos. Se le informó a la fiscal que para ese momento ya eran las 5:00 de la tarde, que dicha solicitud debía ser presentada ante el juez de reparto, que para esa semana era el Juzgado Segundo Penal Municipal, por lo que debería dirigirse a esa oficina, para que se asignaran las diligencias. Como ya no era posible presentar esta solicitud atendiendo que la hora judicial había transcurrido, la señora fiscal me solicitó que le realizara esa audiencia porque venía de la localidad de Flandes, donde la juez había suspendido la audiencia concentrada manifestando no ser competente, por cuanto los hechos habían acontecido en El Espinal. En procura de colaborarle a la señora Fiscal para que adelantara la diligencia, me facilitó el número de celular de una de las jueces de Flandes con quien me comuniqué constatando como cierta la manifestación de la fiscal. Habida cuenta que no tenía facultades para asumir esta audiencia en virtud a que ya para ese momento no era posible radicar la petición y someterla al reparto correspondiente, le comuniqué a la señora fiscal que a primera hora hábil radicara dicha petición ante lo cual me manifestó que los términos se le habían vencido. Mal podría como juez de control de garantías haberme sustraído al deber de cumplir una función pedagógica hacia la señora fiscal por lo que procedí a informarle, soportado en la jurisprudencia de las altas cortes que como fiscal también cumplía y tenía el deber de garantizar los derechos fundamentales de los detenidos por lo que, si ya estaba vencido el término máximo permitido en la ley para la privación de la libertad de un ciudadano pues ella bien podría conceder la libertad para luego presentar la solicitud de formulación de imputación  e imposición de medida de aseguramiento sin detenido, ante lo cual la señora fiscal se marchó desconociendo los detalles de lo que posteriormente aconteció. (Sic a lo transcrito). 

El 2 de septiembre de 2010, la señora LUZ ANGELA ARIAS CORTÉS, asistente de la Fiscal investigada, rindió declaración, expresando que: 

“…el día lunes, día festivo, como a las seis de la mañana recibí llamada telefónica del investigador del CTI, Herminio, donde me solicitaba número de SPOA y me informaba que habían dos personas capturadas por un hurto, de inmediato le informé a la doctora MARTHA, vía telefónica, de ese caso. Como a las diez de la mañana de ese mismo día estuve en  las instalaciones del CTI del Espinal, por lo que me entrevisté con los señores investigadores RUBIELA y HERMINIO, comunicándome que faltaban unas cosas de los actos urgentes y que una vez estuvieran terminadas me avisarían para recogerlas, les avisé que posiblemente la audiencia se realizaría hasta el día siguiente, como lo había manifestado la Dra. MARTHA. Dicho informe lo recibí en horas de la tarde, no recuerdo exactamente la hora, pero acostumbro colocar la fecha y hora en las mismas diligencias, las cuales deben reposar allí por lo que efectivamente la audiencia preliminar se llevaría a cabo el día martes. Ese día en horas de la mañana se hizo la respectiva solicitud ante el juez de garantías de esta municipalidad y se programó la diligencia para las dos de la tarde de ese martes. A las dos de la tarde del día martes, la Dra. MARTHA salió del despacho de la fiscalía hacia el Juzgado Primero Promiscuo Municipal que se encontraba de control de garantías para realizar dicha audiencia, los capturados fueron trasladados desde la ciudad del Espinal, donde se encontraban recluidos. Al rato recibí una llamada de la Dra. MARTHA donde me solicitaba que la acompañara a la ciudad del Espinal donde se iría a realizar la audiencia preliminar comentándome que la juez primero de garantías de Flandes se había declarado impedida para realizar dicha audiencia. Efectivamente acompañé a la doctora, nos trasladamos en el carro de la Policía junto con dos agentes, los dos capturados, el defensor público Dr. JORGE ALONSO SÁNCHEZ, la Dra. MARTHA y yo. Llegamos al Palacio Municipal de Espinal donde me dirigí a un café internet ubicado al frente del palacio para realizar la solicitud de la audiencia, la Dra. MARTHA junto con las demás personas se quedaron en el Palacio, ella me comentó que iba a hablar con el juez de garantías que estuviera de turno para realizar la audiencia. Cuando me volví a encontrar con ellos estaba también allí la víctima y me entregaron un memorial donde manifestaba que desistía de la acción penal en contra de los capturados, por lo que no se realizó la audiencia preliminar…”. (Sic a lo transcrito).   

Por su parte, el 8 de septiembre de 2010, la doctora LUCIA MARITZA PUERTO ARANGO, Juez Segundo Promiscuo Municipal, presentó declaración jurada
, a través de la cual manifestó: 

“…Para la fecha y según programación del Consejo Seccional de la Judicatura se dispuso mi servicio como Juez de Garantías para el Circuito, el cual debió cumplirse en el municipio del Espinal durante el fin de semana reseñado, incluido el lunes festivo. Derivado de esto se realizaron audiencias el día sábado y el día domingo, según reporte y solicitud de audiencias presentadas por la Fiscal de Turno Dra. MARTHA HUERTAS, Fiscal Sexta Local de Flandes. Para el día lunes festivo a la hora del medio día sostuve comunicación telefónica con la fiscal, quien me llamó para informarme que la SIJIN le había reportado un nuevo caso con capturados por el delito de HURTO, pero que aún no tenían diligencias correspondientes a los actos urgentes y que estos concluirían al final del día, por lo que me solicitó se realizara la audiencia el día martes a primera hora, previendo cualquier contratiempo que tuviera policía judicial en razón a la plena identificación de los capturados, máxime que se estaba dentro del término de las treinta y seis horas. Teniendo en cuenta las razones presentadas por la fiscal, acordé realizar la diligencia el día martes a la hora de las 8: 00 de la mañana, sin embargo transcurrió el lapso hasta las 10: 00 de la mañana, no se había presentado solicitud alguna, por lo que ordené a la escribiente del juzgado señora MARÍA OLIVA CASTILLA comunicarse con la asistente de la Fiscalía para indagar sobre el caso y ésta le informó que las diligencias aún no estaban completas. Por lo anterior y debido a que el día martes estaba asignado como compensatorio para mí, tenía previsto viajar a la ciudad de Bogotá a cumplir con diligencias de carácter personal, por lo que me comuniqué con la doctora MYRIAM AMANDA ORTIZ, Juez Primero Promiscuo Municipal de Flandes, para informarle que del turno de fin de semana se había registrado un caso que había quedado como pendiente por las diligencias de policía judicial y que debido a que debía viajar le solicitaba  que en caso de que la Fiscalía radicara la solicitud, realizara la audiencia. Posteriormente a mi reintegro laboral, se me comunicó que la audiencia debió realizarla la fiscal en el Espinal en virtud al lugar de la comisión de los hechos, desconociendo esta operadora judicial, detalles posteriores a los que refiere la investigación aquí adelantada”. (Sic a lo transcrito).     

El 10 de septiembre de 2010, el Director Seccional de Fiscalías de Ibagué, Tolima, certificó que “…el turno de fin de semana del 19 de marzo de 2010 a partir de las 5: 00 de la tarde al 23 de marzo del presente año, a las 8: 00 de la mañana, fue prestado por el Dr. JAIRO AVILA GUARNIZO, Fiscal Delegado ante Jueces Municipales y Promiscuos con sede en Flandes (Tolima)…”
.
De la misma manera, se arrimó al expediente por parte de la Dirección de Fiscalías de Ibagué, copia de la resolución No. DSF – 032 del 29 de marzo de 2007
, “Por medio de la cual se imparten directrices relacionadas con el funcionamiento de las unidades de fiscalías de provincia adscritas a la Dirección Seccional de Fiscalías de Ibagué”. En la mencionada resolución, se lee:

“En horas nocturnas se presentará turno de disponibilidad sin permanencia, quien ejercerá tal función con criterios de temporalidad, sin importar el horario y con el fin de conocer los casos urgentes con criterios de reacción inmediata, atenderán los requerimientos hechos por los organismos de Policía Judicial, a efecto de brindar apoyo, coordinación y dirección en la realización de las diligencias preliminares o investigativas necesarias y que requieran trámite de urgencia, para el esclarecimiento de los hechos y la individualización de los presuntos infractores de la ley penal. 

Los fines de semana y festivos el Fiscal Delegado de las Unidades de Fiscalías Locales y Seccionales, cumplirán su turno de disponibilidad sin permanencia durante las horas del día y la respectiva noche, siempre y cuando las necesidades del servicio y la urgencia del caso así lo requieran, atenderá todos los requerimientos que demanden los organismos de Policía Judicial o quienes hagan sus veces, para atender asuntos de su propia competencia, y a prevención de lo atribuido por competencia a otras Unidades de Fiscalía…”
. 

El 22 de septiembre de 2010, la doctora MYRIAM AMANDA FANDIÑO ORTIZ, Juez Primera Promiscuo Municipal de Flandes, presentó declaración jurada
, en la que manifestó: 

“…para el día 24 de marzo de 2009, de acuerdo con la programación elaborada por la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura, me encontraba de turno de garantías para el Municipio de Flandes, porque mi compañera, doctora LUCIA MARITZA PUERTO, que había laborado de turno el fin de semana, comenzaba a disfrutar de su compensatorio. Como hacia las diez de la mañana la doctora LUCIA me informó que estaba pendiente una diligencia con capturados que había acordado realizar con la doctora MARTHA AZUCENA a las ocho de la mañana pero que como no aparecía, ella se iba y que yo la hiciera. Posteriormente, parecía como que la doctora no se encontraba en la ciudad, llegó la señora ANGELA asistente de la doctora MARTHA con una solicitud para las diligencias concentradas de legalización de captura, imputación y medida de aseguramiento de dos personas por el delito de hurto calificado. Como iban a ser las once de la mañana se le dijo que la audiencia la podíamos realizar a las dos de la tarde. A esa hora no llegaron los capturados ya que debían ser trasladados desde la ciudad de Espinal, toda vez que allí habían sido capturados y los hechos se habían presentado en esa ciudad. Por lo anterior, se le dijo a la doctora MARTHA que en razón de lo preceptuado en el artículo 39 de la ley 906 de 2004 y la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia sobre la competencia territorial de los jueces de garantías, que ella debía efectuar las diligencias en la ciudad de Espinal. Terminada la diligencia la señora Fiscal se dirigió al Espinal, donde le dijeron que no le hacían la diligencia porque ya había transcurrido mucho tiempo y se iban a vencer las treinta y seis horas. Le escuché decir a la doctora MARTHA después, que los había dejado en libertad y había conciliado el asunto”. (Sic a lo transcrito).     

El 9 de febrero de 2011, los señores JORGE ENRIQUE LÓPEZ AYA y FRANCISCO CABEZAS RODRIGUEZ, rindieron declaración, señalando el primero de ellos que:

“Yo no sé si le ofrecieron plata o no a la víctima, pero lo cierto es que cuando nos tenía la Policía en el Palacio de El Espinal hablamos con la víctima y yo suponía que iba para la cárcel y yo al señor o sea, la víctima le pedí una avena y una empanada y mi compañero le decía que por favor nos quitara el denuncio, cuando él fue y nos quitó el denuncio, pero no sé si le ofrecieron plata. PREGUNTADO: siga si lo recuerda, si usted en el momento de la aprehensión por el delito de hurto, cuánto tiempo estuvo retenido o se le dio libertad prontamente, caso tal por qué razón. CONTESTÓ: la captura fue muy por la mañana como el 24 de marzo, nos capturó la policía junto con el denunciante, cuando ya nos iban a entrar al Palacio de Justicia hablamos con el denunciante pero no le ofrecí plata porque no tenía ni para una empanada que le estaba pidiendo que me regalara y si la señora fiscal le ofreció plata, no sé con qué objeto lo haría porque no tengo conocimiento. PREGUNTADO: tiene usted conocimiento si a la víctima de ese hurto se le indemnizó, caso tal quién pagó esas sumas y a cuánto ascendió la misma. CONTESTÓ: No pues la verdad el señor nos quitó la denuncia gracias a Dios, pero como ya dije no le dimos plata ni nada y ahora estoy pero por otro delito que cometí después” 
. (Sic a lo transcrito). 
Por su parte, el señor JORGE ENRIQUE LÓPEZ AYA
, indicó:

“PREGUNTADO: tiene usted conocimiento si a la víctima de ese hurto se le indemnizó, caso tal quién pagó esas sumas y a cuánto ascendió la misma. CONTESTÓ: La verdad las cosas se le devolvieron al señor y él desistió del denuncio y él solo quería recuperar sus cosas, no quería nada contra nosotros, y nosotros no pagamos nada”.
ALEGATOS

Mediante memorial radicado el 1 de marzo de 2011, la doctora MARTHA AZUCENA HUERTAS MORA presentó alegatos de conclusión
, señalando:

“De primera mano ha de advertirse por ese colegiado las imprecisiones y yerros en los que se incurrió en la formulación de cargos, como quiera que de ninguna manera existe prueba ni siquiera sumaria, ni indicio alguno de las aseveraciones allí señaladas.
Se ha hecho referencia a que de mi parte inobservé los horarios de trabajo y términos de ley fijados para atender los asuntos de mi competencia, señalando que abandoné mis labores sin autorización previa, bajo el supuesto de no haber asistido al turno de disponibilidad. Al respecto, de acuerdo con la actividad probatoria, he demostrado contrario a las consideraciones de su despacho, que asistí sin falta alguna a todas y cada una de las diligencias que debí adelantar en ejercicio de mi cargo y del turno de disponibilidad; es así como el día 21 de marzo de 2009, se celebró audiencia de legalización de la orden y del procedimiento de allanamiento a bien inmueble teniendo en cuenta el trámite adelantado por agentes del CTI, ante el Juzgado Segundo Promiscuo Municipal de Flandes, quien fungía como juez de garantías…Luego se falta gravemente a la verdad al señalar que la suscrita no se presentó o inadvirtió la obligación de atender el turno de disponibilidad impuesto por la Dirección Seccional de Fiscalías.

Ahora bien, además de las anteriores diligencias, en efecto, servidores de policía judicial, informan la captura de los señores JORGE ENRIQUE LÓPEZ AYA y FRANCISCO CABEZAS RODRIGUEZ, y para el día 23 de marzo a la hora de las 4: 00 p.m. fue recibido el informe no completo aún de los actos urgentes celebrados con ocasión de dicha captura, tal como consta con la firma de recibido de mi asistente y que obra dentro del expediente a folio 8. 

Resultan más que certeros mis descargos plasmados ante su despacho el pasado 12 de mayo de 2010, para demostrar que con el informe preliminar entregado por los agentes del CTI no era posible adelantar trámite ante el juez de turno como quiera que el informe adolecía de los requisitos suficientes para elevar la solicitud de audiencias concentradas y la disponibilidad de las garantías está establecido sólo hasta las cinco de la tarde…desconoce su despacho el principio de legalidad que me ampara en este caso, como quiera que la norma y la jurisprudencia han señalado que las garantías podrán cumplirse ante cualquier juez con tal investidura y que la competencia solamente guarda importancia al momento de determinar el juez de conocimiento como quiera que sólo ante la audiencia de acusación es el momento en el que puede controvertirse tal aspecto.

Bajo la óptica que tiene su despacho de la ocurrencia de los hechos, se consideró de manera errada, que de mi parte se ofreció dinero como desmedro de la dignidad del cargo. Al respecto, probé igualmente que de ninguna manera de pecunio se hizo entrega de dinero a la víctima, por el contrario fueron los familiares de los encartados quienes asumieron el pago de $ 20.000 pesos a la víctima, como quiera que se adujo por parte de estos el interés en resarcir los posibles daños irrisorios causados…de otra parte es preciso señalar que el dinero entregado como producto de la indemnización se hizo tres meses después por lo que se desfigura nuevamente el cargo endilgado en mi contra al señalar que se ofreció dinero a cambio de conseguir un desistimiento, cuando en realidad se trató del ofrecimiento indemnizatorio a favor de la víctima, procedimiento dentro del cual podía y debía la suscrita liderar por estar dentro de mi competencia. 

Se desvirtúa igualmente la modalidad de dolo señalada por el Consejo, cuando no ha existido ningún beneficio para la suscrita, luego las actuaciones por mi realizada en el caso referido fueron acordes al marco de legalidad previsto para el caso investigado…”. (Sic a lo transcrito).   

Mediante providencia del 25 de abril de 2011
, la Corporación A quo decidió SANCIONAR a la doctora MARTHA AZUCENA HUERTAS MORA, Fiscal Sexta Local de Flandes, Tolima, con DESTITUCIÓN del cargo e INHABILIDAD GENERAL para ejercer la función pública en cualquier cargo o función por el término de diez (10) años, como infractora responsable de las faltas contenidas en los numerales 1, 2 y 7 del artículo 153, 2 y 6 del 154 de la ley 270 de 1996, y numeral 1 del artículo 48 de la ley 734 de 2002; y, decidió absolver a la funcionaria, de los cargos contenidos en los numerales 8 y 15 del artículo 153, y, 1 y 3 del 154 de la ley 270 de 1996; providencia que al ser recurrida, fue anulada por esta Superioridad
, por violación al debido proceso y al derecho de defensa. Para sustentar la decisión, se expresó: 
“Puntualmente, sobre el deber previsto en el numeral 1 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, el cual hace alusión a “respetar, cumplir y, dentro de la órbita de su competencia, hacer cumplir la Constitución, las leyes y los reglamentos”, debe indicarse que por tratarse de un deber-falta, de los denominados en blanco, debe ser concordada con la norma sustancial o procedimental que fue desconocida por el funcionario judicial. 

Por tal razón, en el pliego de cargos, la Sala de primera instancia consideró que la fiscal investigada desconoció lo previsto en los artículos 250 de la Constitución y 2º inciso tercero de la Ley 906 de 2004.

No obstante lo anterior, al momento de dictar sentencia, el A quo modificó la imputación jurídica en lo referente al citado deber del artículo 153-1 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, al estimar que la Fiscal investigada, también desconoció lo previsto en los artículos 302, 205 y 207 de la Ley 906 de 2004 así como la Resolución DSF 032 del 29 de marzo de 2007, emanada por la Fiscalía General de la Nación, ampliando el reproche disciplinario realizado, y sorprendiendo a la disciplinada.

Estando de esta forma demostrado que al momento de dictar sentencia se desconoció el Principio de congruencia que debe existir en el pliego de cargos y el fallo, pues el a quo varió la imputación jurídica realizada en la primera providencia citada, ampliando los cargos formulados con anterioridad y de esta forma desconoció el citado principio, estipulado en el artículo 448 de la ley 906 de 2004, al cual nos remitimos por disposición expresa del artículo 195 de la ley 734 de 2002”.

LA PROVIDENCIA APELADA
Una vez enviado el expediente al Seccional, con ponencia del doctor MANUEL DAGOBERTO CARO ROJAS, el 26 de septiembre de 2012, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Tolima, SANCIONÓ a la doctora MARTHA AZUCENA HUERTAS MORA, Fiscal Sexta Local de Flandes, con DESTITUCIÓN del cargo e INHABILIDAD GENERAL para ejercer la función pública en cualquier cargo o función por el término de dieciséis (16) años, como infractora responsable de las faltas contenidas en los numerales 1, 2 y 7 del artículo 153, 2 y 6 del 154 de la ley 270 de 1996, y numeral 1 del artículo 48 de la ley 734 de 2002; y, decidió absolver a la funcionaria, de los cargos contenidos en los numerales 8 y 15 del artículo 153, y, 1 y 3 del 154 de la ley 270 de 1996
. Para sustentar la decisión, el Seccional consideró:

“Los cargos enrostrados, conforme a las conductas señaladas son los siguientes:

3.1 El manifiesto irrespeto e incumplimiento a la Constitución, la ley y el reglamento. (Artículo 153.1 Ley 270/1996). Pues bien señaló el pliego de cargos que siendo una “obligación” de la fiscalía General de la Nación y de sus delegados “…adelantar el ejercicio de la acción penal y realizar la investigación…”, según lo expone el artículo 250 supralegal, sin que pueda “…suspender, interrumpir ni renunciar a la persecución penal, salvo en los casos que establezca la ley para la aplicación del principio de oportunidad regulado…”, la Doctora Martha Azucena Huertas Mora, en su condición de Fiscal 6 Local de Flandes, quien debió cumplir turno de disponibilidad durante los días 21, 22 y 23 de marzo de 2009, dejó de adelantar la acción penal contra los señores Francisco Cabezas Rodríguez y Jorge Enrique López Aya, quienes fueron capturados este último a las 5: 30 AM.  

En ejercicio de la función constitucional, el Fiscal debe: “1. Solicitar al Juez que ejerza funciones de control de garantías (sic) las medidas necesarias que aseguren la comparecencia de los imputados…”, lo cual debe hacer “en el menor tiempo posible”, según lo plasmado en la ley 906 de 2004.

Para la Sala es claro que la funcionaria, pese a conocer plenamente lo que la ley le determinaba al respecto, siendo su deber constitucional, legal y funcional, dado que cumplía turno de disponibilidad y contando, en horas de la tarde del 23 de marzo de 2009, con los elementos suficientes para adelantar las audiencias de legalización de captura, formulación de imputación y solicitud de medida de aseguramiento, decidió dejarlo para el día siguiente, según lo acordó con la juez de turno.

3.2 El incumplimiento del deber consagrado por el numeral 2º del artículo 153 de la ley 270 de 1996: “…2. Desempeñar con honorabilidad, solicitud, celeridad, eficacia, moralidad, lealtad e imparcialidad las funciones de su cargo”… Base del cargo formulado, fue el hecho de pretender ocultar la falta al deber legal de solicitar la legalización de captura dentro de los términos señalados por la ley, ofreciendo y entregando un dinero a la víctima para luego proveerse de un escrito en el que se plasma un supuesto acto indemnizatorio por parte de los infractores penales, engañando a la Administración de Justicia, lo que, evidentemente, constituye una falta a la honorabilidad y moralidad…No puede entonces la Sala, más que darle plena credibilidad a lo que de manera cristalina, manifestó la Dra. Huertas en su primera versión, que fue ella quien negoció con la víctima, y sufragó un dinero para que éste desistiera. 

3.3. Incumplimiento al deber contemplado en el numeral 7º Ibídem: “Observar estrictamente el horario de trabajo así como los términos fijados para atender los distintos asuntos y diligencias”, y la incursión en la prohibición señalada en el numeral 2 del artículo 154 de la misma Ley: “Abandonar o suspender sus labores sin autorización previa”. Es así como, debiendo cumplir turno de disponibilidad los días 21, 22 y 23 de marzo de 2009, la funcionaria investigada, viajó a la ciudad de Bogotá, por lo menos ese último día, no mediando permiso alguno para ello, y dejó de asistir al lugar de trabajo, durante la mañana del día 24 del mismo mes y año, abandonando per se, sus labores y responsabilidades…no podría sin embargo, hablarse de incumplimiento del horario durante el turno de disponibilidad, en tanto que este es “sin permanencia” en el despacho, pero evidentemente, ello no implica que el funcionario pueda salir de la ciudad en la que prestará dicho turno, pues evidentemente ningún ser humano puede estar físicamente en dos partes al mismo tiempo. Ahora bien la falta refulge más clara, en el caso de la mañana del día martes 24 de marzo de 2009, cuando la funcionaria debió permanecer en su despacho, pero no lo hizo, porque llegó “…de Bogotá a las cuatro de la tarde…”. 

3.4 No dedicó la totalidad del tiempo reglamentario de trabajo al desempeño de sus funciones y por ende realizó actividades ajenas al ejercicio de sus funciones durante la jornada de trabajo. (Artículo 153.8 y 154.1, Ley 270 de 1996). Frente a este cargo, advierte la Sala que pudo desconocerse el principio de especialidad normativa, por cuanto frente al supuesto de hecho antes analizado, de manera errada se imputó además la falta que ahora se analiza, correspondiendo en esencia a la misma conducta, pues habiendo abandonado sus funciones, durante el turno de disponibilidad e incumplimiento su turno ordinario el 24 de marzo de 2009, dejó de dedicar la totalidad del tiempo de trabajo a sus funciones. Dado entonces que las normas antes referidas, corresponden a las de mayor riqueza descriptiva, deberá absolverse a la Dra. Huertas Mora, por la falta aquí atribuida. 

3.5 No resolvió el asunto de marras, dentro del término previsto en la ley, ni con sujeción a los principios y garantías que orientan el ejercicio de la función jurisdiccional, incurriendo en la prohibición de retardar injustificadamente el despacho del asunto y la prestación del servicio a que estaba obligada. (Artículo 153.15 y 154.3, Ley 270/1996). De igual manera, retardó injustificadamente la conducción de persona capturada, sin ponerla a órdenes de autoridad competente, dentro del término legal (Artículo 48.15, ley 734 de 2002)…No cabe duda, que con el actuar negligente de la funcionaria, al dejar para el día siguiente su deber de solicitar la audiencia de legalización de captura, simplemente, retardó la conducción de los capturados puestos a su disposición por la autoridad policiva, ante el Juez de Control de Garantías, de manera inmediata y en el menor término posible, sin que se avizore justificación razonable para ello, puesto que, se insiste, la fiscal contaba ya con los elementos materiales probatorios mínimos para actuar, los mismos que pretendió utilizar al siguiente día…así las cosas, para la Sala resulta claro que la Dra. Huertas Mora incurrió en la falta gravísima antes referida, la cual por ser de mayor riqueza descriptiva, subsume la contemplada por el numeral 15 del artículo 153 de la ley 270 de 1996, por la cual se le deberá absolver. 

3.6 Incursión en la prohibición señalada  en el numeral 6º del artículo 154 del mismo Estatuto de Justicia: “…realizar en el servicio o en la vida social actividades que puedan afectar la confianza del público u observar una conducta que pueda comprometer la dignidad de la Administración de Justicia”. Conforme al análisis previo, la Dra. Huertas Mora solicitó una audiencia ante un despacho que carecía de competencia, dado el factor territorial, lo que la obligó a viajar al Espinal para enmendar su error, pero ante la premura del tiempo optó por forzar una conciliación, llegando a negociar con la víctima. Se pregunta la Sala, qué pudo pensar la víctima, frente al actuar de la funcionaria, a quien observó afanada por remediar su nefasto error, llegando inclusive, a querer hacer ver un acto ilegítimo con apariencia de legalidad, cuando se supone, su cargo le exige el irrestricto respeto de la ley. 

3.7 El artículo 48 de la ley 734 de 2002, indica en su numeral primero, que constituye falta disciplinaria gravísima:

1. Realizar objetivamente una descripción típica consagrada en la ley como delito sancionable a título de dolo, cuando se cometa en razón, con ocasión o como consecuencia de la función o cargo, o abusando del mismo”. 

Fueron tres los tipos penales que se consideraron realizados “objetivamente por parte de la funcionaria, por los cuales se le formuló el referido cargo: 

(i) Prevaricato por acción. (Artículo 413 ley 599 de 2000). “…El servidor público que profiera resolución, dictamen o concepto manifiestamente contrario a la ley…”. Resulta diáfano, que habiéndose presentado la solicitud de audiencia preliminar para “legalización de captura, formulación de imputación, medida de aseguramiento”, la señora Fiscal Sexta Local de Flandes, retiró la misma para en su lugar, expedir la orden de libertad con fundamento en que “…hubo prolongación ilegal de los detenidos y además existe un desistimiento…”. Obsérvese que tal orden, aparece con hora de creación 16: 00 del día 24 de marzo de 2009, esto es, antes de que se cumpliera el término máximo para presentar la solicitud de legalización de captura, el cual se cumplía a las 17: 30 del mismo día, de modo que no podría hablarse de “prolongación ilegal de los detenidos”…sin embargo, resulta de mayor relevancia, el estudio de procedencia de la figura extintora de la acción penal, puesto que el artículo 74 de la Ley 906 de 2004, enlista las conductas querellables, que por ende son objeto de desistimiento.  De su lectura, no aparece la conducta señalada como hurto calificado y agravado, por lo que en principio, la orden de libertad alegando como causal, el desistimiento, constituye resolución “manifiestamente contraria a la ley…”, y en el mismo sentido, la decisión adoptada el día 20 de abril de 2009, cuando dispuso el archivo de las diligencias por la misma causal, resulta igualmente ilegítima. 

(ii) Prevaricato por omisión. (Artículo 414 ley 599 de 2000). “El servidor público que omita, retarde, rehúse o deniegue un acto propio de sus funciones…”. Se ha probado en esta investigación, que siendo su deber funcional, legal y constitucional, la señora Fiscal, simplemente, retardó y en últimas, omitió presentar la solicitud de audiencia para la legalización  de la captura de los señores López Aya y Cabezas Rodríguez, dejando vencer los términos, lo cual provocó su libertad, pero además, habiendo optado por ello, pese a haber dejado vencer los términos, pudo presentar la solicitud de audiencia de formulación de imputación y medida de aseguramiento sin detenido, al día siguiente, como se lo sugirió el Dr. Eliseo Osorio, lo cual era lo procedente y legal, pero no hizo, sino que decidió ordenar el archivo de las diligencias. 

(iii) Falsedad ideológica en documento público. (Artículo 286 ley 599 de 2000). “El servidor público que en ejercicio de sus funciones, al extender documento público que pueda servir de prueba, consigne una falsedad o calle total o parcialmente la verdad…”. La orden de libertad expedida por la Dra. Martha Azucena Huertas Mora, así como el archivo de las diligencias, sustentados ambos actos en el supuesto de haber operado la figura del desistimiento por “indemnización de perjuicios” por parte de los victimarios, lo cual no es cierto, constituye per se, una falsedad que refulge suficientemente probada en esta investigación, observándose de bulto, la tipificación de la conducta. (Sic a lo transcrito).       

DE LA APELACIÓN

Inconforme con el pronunciamiento de la Sala A quo, el abogado de confianza de la doctora MARTHA AZUCENA HUERTAS MORA, interpuso recurso de apelación
 en el que expuso:

“…considera el suscrito defensor, en sano criterio y de manera respetuosa, que resulta pobre esa sustentación plasmada en la sentencia para poner en tela de juicio un documento privado, cuando quiera que en este escenario no reposa declaración alguna en quien recayó la titularidad de ese derecho subjetivo, cual es la propia víctima del hurto, es decir, el señor RODRIGUEZ MURILLO…si para los días 21, 22 y 23 (y 24 hábil) de marzo de 2009, se adelantó múltiples audiencias como consecuencia de las solicitudes realizadas por la delegada de la Fiscalía, ¿cómo era posible que ella se encontrara en la ciudad de Bogotá y no en Flandes?, como ligeramente lo infiere la Colegiatura?...para finalizar, recordemos que el principio fundamental del debido proceso es la exigencia de certeza respecto de la existencia de la falta disciplinaria y de la responsabilidad del investigado para proferir sentencia sancionatoria, lo que supone un estado de convicción fundamentado en la prueba legalmente producida, sin lugar a otras posibilidades diferentes a la responsabilidad; a contrario sensu, la duda infiere la existencia de elementos probatorios que señalan la responsabilidad del investigado como también su inocencia, presentándose por tanto en la mente del juzgador un estado de perplejidad que le impide arribar a una única y exclusiva conclusión. En ese sentido, el suscrito defensor de la servidora judicial disciplinable quiere destacar en esta impugnación la inexistencia de certeza sobre la comisión de la falta disciplinaria así como de la responsabilidad enrostrada a mi defendida, además de la consecuente duda razonable que conlleva a su absorción…”. (Sic a lo transcrito).    

En escrito separado y dentro del mismo término, el abogado de confianza de la encartada, solicitó se decretara la nulidad de todo lo actuado, por cuanto en el escrito de notificación no se le informó a su defendida que tenía derecho a designar un defensor, lo que generó, según el apoderado, una violación al  derecho de defensa de la servidora por transgredir el artículo 155 de la ley 734 de 2002.  

CONSIDERACIONES DE LA SALA
Según lo previsto por el artículo 256 numeral 3º de la Constitución Política y el artículo 112 numeral 4º de la Ley 270 de 1996, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura es competente para revisar en apelación la sentencia de fecha 26 de septiembre de 2012, proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Tolima, mediante la cual sancionó con DESTITUCIÓN E INHABILIDAD GENERAL DE DIECISEIS (16) AÑOS a la doctora MARTHA AZUCENA HUERTAS MORA, en su calidad de Fiscal Sexta Local de Flandes, Tolima, al encontrarla responsable de incurrir en las faltas descritas en los artículo 153 numerales 1, 2 y 7, y 154 numerales 2 y 6 de la Ley 270 de 1996 y 48 numeral 1 de la Ley 734 de 2002.
Al presentarse por parte del abogado de confianza de la doctora MARTHA AZUCENA HUERTAS MORA, recurso de apelación y solicitud de nulidad, esta Sala procederá metodológicamente de la siguiente manera: 1. Se estudiará la solicitud de nulidad del proceso disciplinario; y, en el evento de no prosperar esta pretensión; 2. se realizará el respectivo análisis del acervo probatorio. 

1. DE LA SOLICITUD DE NULIDAD POR NO INFORMAR EL DERECHO QUE LE ASISTE PARA DESIGNAR DEFENSOR.

Según el escrito de solicitud de nulidad, existe violación al debido proceso porque no se le informó a la funcionaria encartada al inicio de la investigación, que tenía derecho a nombrar un abogado defensor.

La ley 734 de 2002, dispuso en el artículo 155, que iniciada la investigación disciplinaria se notificará al investigado y se dejará constancia en el expediente. Además, que en esa comunicación se debe informar al investigado que tiene derecho a designar un defensor:

ARTÍCULO 155. NOTIFICACIÓN DE LA INICIACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN. Iniciada la investigación disciplinaria se notificará al investigado y se dejará constancia en el expediente respectivo. En la comunicación se debe informar al investigado que tiene derecho a designar defensor.

A folio 9 y 15 del cuaderno 3 del expediente, se encuentra la notificación del auto que ordenó abrir la investigación  (11 de agosto de 2009) y efectivamente adolece de la información a la investigada del derecho que tiene a designar un abogado.

En el marco de la situación fáctica expuesta, debe resolver la Sala, ¿cuál es la consecuencia del incumplimiento de la norma que ordena comunicarle al investigado que tiene derecho a designar un defensor?   

Para resolver el cuestionamiento es necesario primero, revisar la obligatoriedad de la presencia de un abogado y segundo, verificar si esta anomalía afecta realmente la garantía defensiva del sujeto procesal, o si desconoce la estructura básica de la instrucción o  juzgamiento, en razón a que la nulidad en si misma es una sanción extrema de una actuación y se aplica cuando no existe otro remedio para subsanar el error.

Al analizar la primera parte de la pregunta planteada precedentemente, debe resaltar la Sala, que a diferencia del derecho penal en materia disciplinaria la existencia del apoderado no es obligatoria, porque en el primero, la defensa técnica es fundamental para la protección del derecho a la libertad personal o favor libertatis, mientras que en el disciplinario, el artículo 165 de la ley 734 de 2002 dispuso por ejemplo, que la notificación del pliego de cargos se hiciera personalmente al procesado o a su apoderado si lo tuviere.

La Corte Constitucional por medio de la sentencia C- 328 de 2003
, declaró exequible el inciso 1 del artículo 165, y señaló que el derecho a la defensa técnica no está constitucionalmente ordenado en el campo del derecho sancionatorio disciplinario, sino constitucionalmente consagrado para el derecho penal, analizó el tema así:
“Pasa la Corte a estudiar la constitucionalidad de la expresión “si lo tuviere” contenida en el inciso 1º del artículo 165 del Código Disciplinario Único, a la luz del siguiente problema jurídico: ¿Es contrario al debido proceso, específicamente al derecho a la defensa técnica, que la ley prevea situaciones en las cuales un servidor público procesado disciplinariamente no sea representado por un abogado?

Para resolver esta cuestión es necesario determinar si cuando el artículo 29 de la Constitución dijo que “quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio” estableció una garantía que se ha de extender obligatoriamente a ámbitos diferentes al penal. La jurisprudencia constitucional ya se ha pronunciado acerca del problema planteado. La exigencia constitucional de la defensa técnica ha sido circunscrita al proceso penal y no se tiene siempre que extender a otro tipo de procesos, aunque el legislador puede en ejercicio de su potestad de configuración extenderla. Es así como en la sentencia C-131 de 2002 la Corte resolvió declarar exequible una expresión del artículo 42 de la Ley 610 de 2000 que establecía que la defensa técnica del implicado en un proceso de responsabilidad fiscal era facultativa. En esta sentencia, la Corporación consideró que el artículo 29 de la Constitución no ordena la defensa técnica en procesos que no son de naturaleza penal.

En otra sentencia, la Corte Constitucional abordó indirectamente esta misma cuestión cuando declaró exequible una norma que decía que el procesado disciplinariamente podría designar un apoderado “si lo estima necesario”. De dicho fallo se deduce que el derecho a la defensa técnica no está constitucionalmente ordenado en el campo del derecho sancionatorio disciplinario. 

Subraya la Corte que la ley vigente establece que el disciplinado tiene derecho a escoger un apoderado y si solicita su designación deberá hacerse. También prohíbe que el disciplinado sea investigado y juzgado en ausencia, sin la representación de un apoderado judicial o defensor de oficio. Dice el artículo 17:  

Artículo 17 de la Ley 734 de 2002: Durante la actuación disciplinaria el investigado tiene derecho a la defensa material y a la designación de un abogado. Si el procesado solicita la designación de un defensor así deberá procederse. Cuando se juzgue como persona ausente deberá estar representado a través de apoderado judicial, si no lo hiciere se designará defensor de oficio, que podrá ser estudiante del Consultorio Jurídico de las universidades reconocidas legalmente.
Por lo tanto, no es contrario al artículo 29 de la Constitución que la ley deje a la libre determinación del sujeto disciplinado si desea o no ser representado por un abogado. Así, el enunciado acusado será declarado exequible”.  
De lo anterior se infiere, que si bien hay deber de informar al investigado de su derecho a nombrar un defensor, la simple constatación formal de la omisión, no genera per se una nulidad, porque como ya se expuso, el actor debe demostrar que esa omisión afectó su debido proceso.  

Ahora bien, debe puntualizarse que en materia disciplinaria una vez se inicia la investigación, la defensa material comienza  formalmente con el pliego de cargos, ya que en este momento se concreta la imputación jurídico fáctica contra el investigado, al señalarle entre otros aspectos, las posibles irregularidades en que pudo haber incurrido, las normas presuntamente violadas y su concepto, la identificación del autor o autores, la forma de culpabilidad etc.
, de manera, que el auto de cargos es una pieza esencial con el cual podría señalarse, se traba probatoriamente la relación entre investigado e investigador, porque es a partir de allí, cuando se despliega una mayor actividad y se ejerce plenamente el derecho de contradicción y defensa.
Si bien es cierto en el caso bajo estudio que la doctora HUERTAS MORA no tuvo información por parte del Seccional en el momento en que se le notificó la apertura de la investigación de la posibilidad de tener un abogado, no se le vulneró derecho alguno, por cuanto la funcionaria estuvo presente en el proceso en todas y cada una de las etapas del mismo, lo que resuelve la segunda parte del cuestionamiento, para concluir, que no es viable aducir la invalidez del proceso por la omisión formal de no haber informado al disciplinado que tenía derecho a designar un defensor, si no se demuestra que se afectó el derecho de defensa y por consiguiente el debido proceso.

Para redondear el planteamiento en contrario, sí se generaría una nulidad desde el punto de vista formal, sino se comunica la apertura de la investigación disciplinaria,  se notifica en debida forma el pliego de cargos y las demás decisiones que tome la entidad; en general, si no se respetan los derechos del investigado, es decir, sino se protegen los principios de defensa, contradicción y publicidad. La Corte Constitucional
 los concretó así y coincide en que su desconocimiento produce una nulidad: 
“la comunicación formal de la apertura del proceso disciplinario a la persona a quien se imputan las conductas posibles de sanción; la formulación de los cargos imputados, que puede ser verbal o escrita, siempre y cuando en ella consten de manera clara y precisa las conductas, las faltas disciplinarias a que esas conductas dan lugar y la calificación provisional de las conductas como faltas disciplinarias; el traslado al imputado de todas y cada una de las pruebas que fundamentan los cargos formulados; la indicación de un término durante el cual el acusado pueda formular sus descargos, controvertir las pruebas en su contra y allegar las que considere necesarias para sustentar sus descargos; el pronunciamiento definitivo de las autoridades competentes mediante un acto motivado y congruente; la imposición de una sanción proporcional a los hechos que la motivaron; y la posibilidad de que el encartado pueda controvertir, mediante los recursos pertinentes, todas y cada una de las decisiones” 

Por lo anterior, la Sala negará la solicitud de nulidad y procederá a resolver de fondo el recurso de apelación y a analizar el acervo probatorio. 
2. ESTUDIO DE LOS CARGOS Y DEL ACERVO PROBATORIO. 
Las pruebas aportadas al diligenciamiento, conducen a esta Sala a CONFIRMAR la decisión tomada por el A quo, toda vez que las conductas de la investigada son reprochables disciplinariamente. Para arrimar a esta conclusión, procede la Sala a analizar los cargos formulados a la doctora MARTHA AZUCENA HUERTAS MORA, en su calidad de Fiscal Sexta Local de Flandes, Tolima, con las pruebas que se encuentran legalmente arrimadas al proceso.  

PRIMER CARGO. El manifiesto irrespeto e incumplimiento a la Constitución, la ley y el reglamento. (Artículo 153.1 Ley 270/1996). 
ARTÍCULO 153. DEBERES. Son deberes de los funcionarios y empleados, según corresponda, los siguientes: 

1. Respetar, cumplir y, dentro de la órbita de su competencia, hacer cumplir la Constitución, las leyes y los reglamentos. 
Norma que en concordancia con lo señalado por el artículo 196 de la ley 734 de 2002, constituye falta disciplinaria para los funcionarios judiciales:

ARTÍCULO 196. FALTA DISCIPLINARIA. Constituye falta disciplinaria y da lugar a acción e imposición de la sanción correspondiente el incumplimiento de los deberes y prohibiciones, la incursión en las inhabilidades, impedimentos, incompatibilidades y conflictos de intereses previstos en la Constitución, en la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia y demás leyes. Constituyen faltas gravísimas las contempladas en este código.

Según el pliego de cargos, siendo una obligación de la Fiscalía General de la Nación y de sus delegados “…adelantar el ejercicio de la acción penal y realizar la investigación…”, según lo expone el artículo 250 de la Constitución Política, sin que pueda “…suspender, interrumpir ni renunciar a la persecución penal, salvo en los casos que establezca la ley para la aplicación del principio de oportunidad regulado…”, la doctora Martha Azucena Huertas Mora, en su condición de Fiscal Sexta Local de Flandes, quien debió cumplir turno de disponibilidad durante los días 21, 22 y 23 de marzo de 2009, dejó de adelantar la acción penal contra los señores Francisco Cabezas Rodríguez y Jorge Enrique López Aya, quienes fueron capturados este último a las 5: 30 AM.  

En ejercicio de la función constitucional, el Fiscal debe: “1. Solicitar al Juez que ejerza funciones de control de garantías (sic) las medidas necesarias que aseguren la comparecencia de los imputados…”, lo cual debe hacer “en el menor tiempo posible”, según lo plasmado en la ley 906 de 2004:
“En todos los casos se solicitará el control de legalidad de la captura al juez de garantías, en el menor tiempo posible, sin superar las treinta y seis (36) horas siguientes”
.

Para esta Sala, existe certeza que la doctora MARTHA AZUCENA HUERTAS MORA, no obstante su experiencia como fiscal, conocer su deber constitucional y legal, y tener de presente que se encontraba en turno de disponibilidad, decidió dejar para el día siguiente la legalización de la captura, formulación de imputación y solicitud de medida de aseguramiento, a pesar de tener los elementos requeridos para la mencionada diligencia con tiempo suficiente.   

Expresó la doctora MARTHA AZUCENA HUERTAS MORA en el escrito de apelación, que no contaba con los elementos para solicitar la audiencia de control de garantías el día 23 de marzo de 2009, por cuanto los mismos estaban incompletos y que sólo fueron obtenidos en su totalidad, hasta el otro día. Sin embargo, de una lectura de los elementos presentados al momento de hacer la solicitud ante el Juez Primero Promiscuo Municipal de Flandes, claramente se lee que fueron los mismos que se habían completado el día 23 de marzo de 2009 antes de las 4 p.m.:

1. Informe de la Policía de Vigilancia en casos de captura en flagrancia (f.1 del cuaderno 5 del expediente), de fecha 23 de marzo de 2009, a las 05: 30.

2. Informe FPJ3 (f. 8 del cuaderno 5 del expediente), de fecha 23 de marzo de 2009, a las 14:00, documento en el que se lee: 

“Una vez conocido el hecho por parte del subintendente ARIAS DIAZ se procede a: 

23-03-09 HORA 07:00 REPORTE DE INICIACIÓN

23-03-09 HORA 07:31 SOLICITUD DE ANTECEDENTES AL DAS DE LOS INDICIADOS JORGE ENRIQUE LOPEZ AYA.

23-03-09 HORA 08:01 OFICIO 254712 ENVIADO POR VIA FAX POR EL DAS DONDE REPORTAN ANTECEDENTES DE LOS INDICIADOS.

23-03-09 HORA 08: 40 ACTA DE CONSENTIMIENTO DEBIDAMENTE FIRMADA POR EL INDICIADO JORGE ENRIQUE LOPEZ AYA.

23-03-09 HORA 08: 45 REGISTRO DECADACTILAR Y FOTOGRÁFICO DE JORGE ENRIQUE LOPEZ AYA.

23-03-09 HORA 08: 50 FORMATO DE ARRAIGO E INDIVIDUALIZACIÓN DE JORGE ENRIQUE LOPEZ AYA.

23-03-09 HORA 09:10 ACTA DE CONSENTIMIENTO FIRMADA POR EL INDICIADO FRANCISCO ELINDER CABEZAS RODRIGUEZ.

23-03-09 HORA 09: 15 FORMATO DE ARRAIGO E INDIVIDUALIZACIÓN DEL INDICIADO FRANCISCO ELINDER CABEZAS RODRIGUEZ. 

23-03-09 HORA 09: 30 SE RECEPCIONA DENUNCIA PENAL A LA VICTIMA, SEÑOR JESUS ANTONIO RODRIGUEZ MURILLO.

23-03-09 REGISTRO FOTOGRÁFICO DE LOS ELEMENTOS INCAUTADOS”. 
3. Acta de entrega de elementos (f. 28 del cuaderno 5 del expediente), de fecha 23 de marzo de 2009, a las 15: 30 horas. Con el mismo documento, se anexó el registro de cadena de custodia.

4. Misión de trabajo (f. 31 del cuaderno 5 del expediente), de fecha 23 de marzo de 2009, a las 15: 00 horas. 

Así las cosas, no se acepta por esta Sala las exculpaciones de la doctora MARTHA AZUCENA HUERTAS MORA, por cuanto los documentos e información necesaria para solicitar la audiencia, le fueron entregados en su despacho el 23 de marzo de 2009 antes de las 4:00 Pm, hecho que se corrobora con la firma de recibido que reposa en el Informe FPJ3 y que obra a folio 8 del cuaderno 5 del expediente y de la declaración del 2 de septiembre de 2010, realizada por la señora LUZ ANGELA ARIAS CORTES, asistente de la Fiscal investigada, quien manifestó:

“…Dicho informe lo recibí en horas de la tarde, no recuerdo exactamente la hora, pero acostumbro colocar la fecha y hora en las mismas diligencias, las cuales deben reposar allí…”.

Como acertadamente lo manifestó el A quo, la Fiscal a sabiendas de las consecuencias y de la necesidad de cumplir con su deber-obligación de realizar la legalización de la captura, formular imputación y solicitar la medida de aseguramiento, le dio prioridad a su viaje a Bogotá, tal como la misma funcionaria lo manifestó en la versión libre del 13 de octubre de 2009:

“…el lunes viajé por la noche a Bogotá y regresé el martes al Espinal (…) llegué de Bogotá a las cuatro de la tarde…”.

Por lo anterior, al existir certeza que la doctora HUERTAS MORA no respetó, ni cumplió con sus deberes y obligaciones contenidas tanto en la Constitución Política como en la Ley, esta Sala confirmará el fallo respecto del primer cargo. 
SEGUNDO CARGO. El incumplimiento del deber consagrado por el numeral 2º del artículo 153 de la ley 270 de 1996: 
ARTÍCULO 153. DEBERES. Son deberes de los funcionarios y empleados, según corresponda, los siguientes: 

3. Desempeñar con honorabilidad, solicitud, celeridad, eficiencia, moralidad, lealtad e imparcialidad las funciones de su cargo.

El fundamento del cargo formulado, fue el hecho de “…pretender ocultar la falta al deber legal de solicitar la legalización de captura dentro de los términos señalados por la ley, ofreciendo y entregando un dinero a la víctima para luego proveerse de un escrito en el que se plasma un supuesto acto indemnizatorio por parte de los infractores penales, engañando a la Administración de Justicia, lo que, evidentemente, constituye una falta a la honorabilidad y moralidad”.

Desde ya, esta Sala manifiesta la confirmación del fallo respecto del segundo cargo, por cuanto es la encartada la que manifestó que ofreció dinero a la víctima para que desistiera de la denuncia penal, ante el inminente vencimiento de términos:

“…se propuso un arreglo por unos baldes una olleta, un molinillo, inclusive le dije que yo misma le pagaba los perjuicios y el señor me dijo que eran doscientos mil pesos, luego me dijo que esos mismos señores le habían quitado anteriormente un celular, finalmente arreglamos por  treinta mil pesos, el señor dijo que no quería tener  problema con los detenidos”
.
Posteriormente, en el escrito de descargos, la funcionaria expresó que quien le entregó el dinero para indemnizar a la víctima fueron los mismos detenidos:

“…las afirmaciones que endilga la Sala en mi contra, resultan como un mecanismo derivante de la versión libre que entregué en el proceso  en donde afirmé que la suscrita le había manifestado al demandante que yo misma le pagaba la indemnización y que evidentemente así se hizo, pero no se me preguntó si era que ese dinero salía de mi patrimonio económico y la suscrita no lo hizo con dinero de mi propiedad sino dinero que entregaban los mismos detenidos…”. 

Lo manifestado por la encartada para cambiar su propia versión, está desvirtuado por los detenidos, quienes sostuvieron en la declaración del día 9 de febrero de 2011 que no tenían dinero ni siquiera para comprar algo de comer:  

“Yo no sé si le ofrecieron plata o no a la víctima, pero lo cierto es que cuando nos tenía la Policía en el Palacio de el Espinal hablamos con la víctima y yo suponía que iba para la cárcel y yo al señor o sea la víctima le pedí una avena y una empanada y mi compañero le decía que por favor nos quitara el denuncio, cuando él fue y nos quitó el denuncio, pero no sé si le ofrecieron plata. PREGUNTADO: diga si lo recuerda, si usted en el momento de la aprehensión por el delito de hurto, cuánto tiempo estuvo retenido o se le dio libertad prontamente, caso tal por qué razón. CONTESTÓ: la captura fue muy por la mañana como el 24 de marzo, nos capturó la policía junto con el denunciante, cuando ya nos iban a entrar al Palacio de Justicia hablamos con el denunciante pero no le ofrecí plata porque no tenía ni para una empanada que le estaba pidiendo que me regalara y si la señora fiscal le ofreció plata, no sé con qué objeto lo haría porque no tengo conocimiento. PREGUNTADO: tiene usted conocimiento si a la víctima de ese hurto se le indemnizó, caso tal quién pagó esas sumas y a cuánto ascendió la misma. CONTESTÓ: No pues la verdad el señor nos quitó la denuncia gracias a Dios, pero como ya dije no le dimos plata ni nada y ahora estoy pero por otro delito que cometí después” 
.

“PREGUNTADO: tiene usted conocimiento si a la víctima de ese hurto se le indemnizó, caso tal quién pagó esas sumas y a cuánto ascendió la misma. CONTESTÓ: La verdad las cosas se le devolvieron al señor y él desistió del denuncio y él solo quería recuperar sus cosas, no quería nada contra nosotros, y nosotros no pagamos nada” 
.

En los alegatos de conclusión, nuevamente la funcionaria cambió la versión, expresando esta vez que el dinero fue entregado por los familiares de los detenidos: 

“Bajo la óptica que tiene su despacho de la ocurrencia de los hechos, se consideró de manera errada, que de mi parte se ofreció dinero como desmedro de la dignidad del cargo. Al respecto, probé igualmente que de ninguna manera de pecunio se hizo entrega de dinero a la víctima, por el contrario fueron los familiares de los encartados quienes asumieron el pago de $ 20.000 pesos a la víctima, como quiera que se adujo por parte de estos el interés en resarcir los posibles daños irrisorios causados”. 

Por todo lo anterior, esta Sala confirma el fallo de primera instancia respecto del segundo cargo, por cuanto tal conducta como lo consideró el Seccional, no puede calificarse con otra acepción, sino como carente de honor, inmoral y desleal para con la administración de justicia.  

TERCER CARGO. Incumplimiento al deber contemplado en el numeral 7º del artículo 153 de la Ley 270 de 1996 y la incursión en la prohibición señalada en el numeral 2 del artículo 154 de la misma Ley:

ARTÍCULO 153. DEBERES. Son deberes de los funcionarios y empleados, según corresponda, los siguientes: 

7. Observar estrictamente el horario de trabajo así como los términos fijados para atender los distintos asuntos y diligencias. 

ARTÍCULO 154. PROHIBICIONES. A los funcionarios y empleados de la Rama Judicial, según el caso, les está prohibido: 

2. Abandonar o suspender sus labores sin autorización previa. 

Según el pliego de cargos, la funcionaria debiendo cumplir turno de disponibilidad los días 21, 22 y 23 de marzo de 2009, viajó a la ciudad de Bogotá, por lo menos ese último día, no mediando permiso alguno para ello, y dejó de asistir al lugar de trabajo durante la mañana del día 24 del mismo mes y año, abandonando per se, sus labores y responsabilidades.

A folio 121 del cuaderno 3 del expediente, obra certificación expedida por el Director Seccional de Fiscalías de Ibagué, donde se expresa que el turno de disponibilidad no genera permanencia del funcionario:

“Los fines de semana y festivos el Fiscal Delegado de las Unidades de Fiscalías Locales y Seccionales, cumplirán su turno de disponibilidad sin permanencia durante las horas del día y la respectiva noche, siempre y cuando las necesidades del servicio y la urgencia del caso así lo requieran, atenderá todos los requerimientos que demanden los organismos de Policía Judicial o quienes hagan sus veces, para atender asuntos de su propia competencia, y a prevención de lo atribuido por competencia a otras Unidades de Fiscalía…”.
Sin embargo, como se lee en la mencionada certificación, “…el funcionario de turno atenderá todos los requerimientos que demanden los organismos de Policía Judicial o quienes hagan sus veces”. Si la funcionaria encartada estaba de disponibilidad, su deber era permanecer en la ciudad por si se presentaba cualquier eventualidad o requerimiento por parte de los organismos de Policía Judicial. No obstante, como lo manifestó la doctora MARTHA AZUCENA en la versión libre, estando de turno el 23 de marzo de 2009, viajó a la ciudad de Bogotá:

“PREGUNTADO: de conformidad con el escrito enviado a la Directora de Fiscalías, dijo que Usted no había estado en turno en el Espinal donde le correspondía puesto que se encontraba en Bogotá, “quien con pleno conocimiento no vino a la ciudad de Espinal, a ejecutar sus labores por lo que tuvo que soltar a los capturados…”, se pregunta si usted estuvo en el Espinal del 22 al 24 de marzo. CONTESTÓ: yo estuve en el Espinal viernes, sábado y domingo, el lunes viajé por la noche a Bogotá y regresé el martes al Espinal…”.     

Así las cosas, si el día 23 de marzo de 2009 la doctora HUERTAS MORA se encontraba en disponibilidad y a la expectativa de cualquier asunto que le fuera consultado o que pudiera ser requerida, su deber era permanecer en la ciudad por si se presentaba alguna de esas circunstancias. Al viajar la funcionaria a la ciudad de Bogotá, abandonó su labor sin autorización previa. 

Además, el día martes 24 de marzo de 2009 la funcionaria no se presentó a trabajar sino hasta las cuatro de la tarde, hecho que se extrae directamente de la versión libre de la encartada, quien manifestó que regresó de la ciudad de Bogotá aproximadamente a las cuatro de la tarde:

“…con sorpresa me comentó la doctora MYRIAM AMANDA FANDIÑO que había hablado con la doctora LUCIA y que como ella tenía su compensatorio el martes entonces la doctora MYRIAM AMANDA me hacía el favor de hacerme la audiencia y me la dieron finalizando la tarde y yo me quedé tranquila todo el día porque estaba programada para las cuatro, yo llegué de Bogotá a las cuatro de la tarde llegué a la audiencia…”. 
Situación que es corroborada por la doctora MYRIAM AMANDA FANDIÑO ORTIZ, en la declaración jurada, quien manifestó que al parecer la investigada se encontraba por fuera de la ciudad:

“…Como hacia las diez de la mañana la doctora LUCIA me informó que estaba pendiente una diligencia con capturados que había acordado realizar con la doctora MARTHA AZUCENA a las ocho de la mañana pero que como no aparecía, ella se iba y que yo la hiciera. Posteriormente, parecía como que la doctora no se encontraba en la ciudad, llegó la señora ANGELA asistente de la doctora MARTHA con una solicitud para las diligencias concentradas de legalización de captura, imputación y medida de aseguramiento de dos personas por el delito de hurto calificado. Como iban a ser las once de la mañana se le dijo que la audiencia la podíamos realizar a las dos de la tarde…”
Con lo anterior, la doctora MARTHA AZUCENA HUERTAS MORA, no observó estrictamente el horario de trabajo, lo que lleva a esta Superioridad a confirmar el fallo de primera instancia en lo relacionado con el tercer cargo. 
CUARTO CARGO.  No dedicar la funcionaria la totalidad del tiempo reglamentario de trabajo al desempeño de sus funciones y por ende realizar actividades ajenas al ejercicio de sus funciones durante la jornada de trabajo.

Frente a este cargo, no se pronunciará la Sala, por cuanto del mismo fue absuelta la doctora HUERTAS MORA y no existe pronunciamiento al respecto en el escrito de apelación. 

QUINTO CARGO. No resolvió el asunto dentro del término previsto en la ley, ni con sujeción a los principios y garantías que orientan el ejercicio de la función jurisdiccional, incurriendo en la prohibición de retardar injustificadamente el despacho del asunto y la prestación del servicio a que estaba obligada. (Artículo 153.15 y 154.3, Ley 270/1996). De igual manera, retardó injustificadamente la conducción de persona capturada, sin ponerla a órdenes de autoridad competente, dentro del término legal (Artículo 48.15, ley 734 de 2002):

ARTÍCULO 153. DEBERES. Son deberes de los funcionarios y empleados, según corresponda, los siguientes:

15. Resolver los asuntos sometidos a su consideración dentro de los términos previstos en la ley y con sujeción a los principios y garantías que orientan el ejercicio de la función jurisdiccional.

ARTÍCULO 154. PROHIBICIONES. A los funcionarios y empleados de la Rama Judicial, según el caso, les está prohibido: 

3. Retardar o negar injustificadamente el despacho de los asuntos o la prestación del servicio a que estén obligados. 

ARTÍCULO 48. FALTAS GRAVÍSIMAS. Son faltas gravísimas las siguientes:

15. Retardar injustificadamente la conducción de persona capturada, detenida o condenada, al lugar de destino, o no ponerla a órdenes de la autoridad competente, dentro del término legal.
Frente a este cargo, no se pronunciará la Sala en lo relacionado a las faltas contenidas en los artículos 153-15 y 154-3 de la ley 270 de 1996, por cuanto de las mismas fue absuelta la doctora HUERTAS MORA.

Respecto a la falta establecida en el artículo 48-15 de la ley 734 de 2002, como acertadamente lo manifestó el A quo, la falta aquí atribuida, aunque guarda relación con el desconocimiento al deber de actuar con la solicitud y celeridad debida, protege en esencia y de manera especial, un bien jurídico diferente al antes analizado. Se trata, efectivamente, del acceso a la justicia por parte de una persona capturada, a quien la ley, busca garantizar la oportuna resolución de su situación jurídica. 

No obstante que la funcionaria encartada contaba desde el día 23 de marzo de 2009 con los elementos y documentos necesarios para solicitar la audiencia de Control de Garantías, de manera irresponsable y negligente, tomó la decisión de realizar dicha actuación al día siguiente, hecho que se corrobora con la declaración de la asistente de fiscal LUZ ANGELA ARIAS CORTES, quien le manifestó a los investigadores que la doctora MARTHA AZUCENA dispuso la realización de la Audiencia de Control de Garantías para el día martes:

“…Como a las diez de la mañana de ese mismo día estuve en  las instalaciones del CTI del Espinal, por lo que me entrevisté con los señores investigadores RUBIELA y HERMINIO, comunicándome que faltaban unas cosas de los actos urgentes y que una vez estuvieran terminadas me avisarían para recogerlas, les avisé que posiblemente la audiencia se realizaría hasta el día siguiente, como lo había manifestado la Dra. MARTHA. Dicho informe lo recibí en horas de la tarde, no recuerdo exactamente la hora, pero acostumbro colocar la fecha y hora en las mismas diligencias, las cuales deben reposar allí por lo que efectivamente la audiencia preliminar se llevaría a cabo el día martes…”
.   

No cabe duda para esta Sala, que con el actuar de la doctora MARTHA AZUCENA HUERTAS MORA, se retardó la conducción de los capturados ante el Juez de Control de Garantías, de manera inmediata y en el menor término posible, diligencia que tiene como objeto realizar un examen de constitucionalidad y legalidad tanto de la captura, como de la no violación de los derechos fundamentales de los detenidos. 

Así las cosas, para la Sala resulta claro que la Dra. Huertas Mora incurrió en la falta gravísima antes referida, por lo que se confirmará el fallo de primera instancia en lo relacionado con la falta establecida en el artículo 48-15 de la ley 734 de 2002

SEXTO CARGO. Incursión en la prohibición señalada  en el numeral 6º del artículo 154 del mismo Estatuto de Justicia: 
ARTÍCULO 154. PROHIBICIONES. A los funcionarios y empleados de la Rama Judicial, según el caso, les está prohibido: 

6. Realizar en el servicio o en la vida social actividades que puedan afectar la confianza del público u observar una conducta que pueda comprometer la dignidad de la administración de justicia. 

Según el diccionario de la Real Academia Española, vigésima segunda edición, confianza significa “Esperanza firme que se tiene de alguien o algo”. Así, cuando un ciudadano acude a la Fiscalía General de la Nación, tiene la esperanza firme de que ese organismo de investigación y persecución penal, capturará a los infractores de la ley penal que le han causado un daño. 

En el caso concreto de la doctora MARTHA AZUCENA HUERTAS MORA, al ofrecerle dinero a la víctima para que éste desistiera de la denuncia penal, afectó la confianza en la administración de justicia. Como acertadamente lo manifestó el Seccional, “…Se pregunta la Sala, qué pudo pensar la víctima, frente al actuar de la funcionaria, a quien observó afanada por remediar su nefasto error, llegando inclusive, a querer hacer ver un acto ilegítimo con apariencia de legalidad, cuando se supone, su cargo le exige el irrestricto respeto de la ley...”.  

Frente al actuar de los funcionarios que administran justicia, esta Sala se ha pronunciado en varias oportunidades, expresando que quienes ejercen la misión de administrar justicia les es exigible un comportamiento que raya en lo virtuoso: 

“En efecto, la dignidad de la justicia por ser una valor tan elevado y sagrado dentro de la organización social, no permite la más mínima agresión, llegándose al extremo de admitir que quienes ejercen la sacra misión de administrar justicia, les es exigible un comportamiento que raya en lo virtuoso, siempre que sus actos en la vida social, pudieran tener los efectos de reproche ético y moral a que hemos venido refiriendo, no así, cuando la condición de funcionario, en situaciones hipotéticas resulte objetivamente idéntica, pero con efectos distintos, por desarrollarlos en espacios sociales en los que no se le reconoce como funcionario judicial, de suerte que el colectivo acepta su comportamiento social acorde con el de los restantes asociados, tolerando conductas inapropiadas de un hombre virtuoso”
.

Por todo lo anterior, esta Sala confirmará el fallo de primera instancia respecto del sexto cargo, por cuanto existe certeza que la doctora MARTHA AZUCENA HUERTAS MORA, en su actuar afectó la confianza del público comprometiendo la dignidad de la administración de justicia. 

SÉPTIMO CARGO. El numeral 1 del artículo 48 de la ley 734 de 2002:

ARTÍCULO 48. FALTAS GRAVÍSIMAS. Son faltas gravísimas las siguientes:

1. Realizar objetivamente una descripción típica consagrada en la ley como delito sancionable a título de dolo, cuando se cometa en razón, con ocasión o como consecuencia de la función o cargo, o abusando del mismo.
Según el pliego de cargos y la sentencia de primera instancia, fueron tres los tipos penales que se realizaron “objetivamente” por parte de la funcionaria y por los cuales se le formuló el referido cargo: 

Prevaricato por acción. Artículo 413 ley 599 de 2000. “…El servidor público que profiera resolución, dictamen o concepto manifiestamente contrario a la ley…”. 
A folio 1 del cuaderno 5 del expediente, se lee en el informe de la Policía de Vigilancia, que la captura de los señores JORGE ENRIQUE LÓPEZ AYA y FRANCISCO CABEZAS RODRÍGUEZ se realizó a las 5: 30 Am del día 23 de marzo de 2009, hecho que es corroborado con las actas de derechos de los capturados que obran a folio 5 y 6 del mismo cuaderno y con el formato de arraigo e individualización. Por lo anterior, las 36 horas máximas para realizar la Audiencia de Control de Garantías, se vencían a las 5: 30 Pm del día 24 de marzo de 2009. 

No obstante lo anterior, a las 4:00 Pm del día 24 de marzo de 2009, la funcionaria encartada expidió la orden de libertad de los detenidos: “Toda vez que hubo prolongación ilegal de los detenidos y además existe un desistimiento por parte de la víctima, procede la delegada a conceder la libertad inmediata”
. Así, la orden de libertad fue expedida antes de que se cumpliera el término máximo para presentar la solicitud de legalización de captura, de modo que, como acertadamente lo expresó el Seccional,  no podría hablarse de “prolongación ilegal de los detenidos”.

Además, el delito de hurto calificado y agravado por el cual se le estaba investigando a los detenidos, no es objeto de desistimiento, por cuanto el mencionado tipo penal no se encuentra dentro de los delitos que requieren querella, sino en aquellos que pueden iniciarse de oficio. 

Para la Corte Constitucional, una de las consecuencias de la querella, es la posibilidad que tiene la víctima de desistir del ejercicio de la acción penal:

“Una consecuencia natural de la querella es la posibilidad que tiene la víctima de desistir el ejercicio de la acción penal, pues es lógico que si la ley le permite al sujeto pasivo del delito dar inicio al proceso penal, también le autorice terminarlo cuando lo considere pertinente. De ahí que, es cierto, que el único que puede desistir de la querella es el querellante legítimo y que, en delitos cuya investigación se inicia de oficio, por regla general, no procede el desistimiento. La Corte considera que el hecho de que la ley permita el desistimiento de la acción penal en delitos cuya investigación se inicia mediante querella no significa que la forma procesal penal sea modificada cuando se cambia la lista de los delitos que deben investigarse a instancia de parte, ni que sea reprochable constitucionalmente que el legislador reforme la figura del desistimiento o de la caducidad en esos casos, como quiera que no sólo no existe una previsión constitucional que lo exija, sino que, por el contrario, es un asunto que se encuentra dentro de la órbita de libre configuración normativa del legislador”
.

Por lo anterior, la orden de libertad alegando como causal el desistimiento, constituye resolución manifiestamente contraria a la ley, por cuanto el delito de hurto calificado y agravado no era objeto de desistimiento por la víctima. 

Con los mismos argumentos, el 20 de abril de 2009 la Fiscal Sexta Local de Flandes, procedió al archivo de las diligencias, contrariando nuevamente la funcionaria lo preceptuado en el Código de Procedimiento Penal y la interpretación que de dicho estatuto ha realizado la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia y la Corte Constitucional, cuando han establecido que únicamente se puede predicar el desistimiento frente a los delitos querellables.      

Por lo anterior, esta Sala confirmará el fallo de primera instancia respecto del séptimo cargo, relacionado con el prevaricato por acción.
Prevaricato por omisión. Artículo 414 ley 599 de 2000. “El servidor público que omita, retarde, rehúse o deniegue un acto propio de sus funciones…”. 
El 20 de agosto de 2010, el Dr. ELISEO OSORIO, Juez de Control de Garantías, le recomendó a la funcionaria investigada, que si ya se le habían vencido los términos, procediera a ordenar la libertad y al día siguiente, con más tiempo, presentara la solicitud de formulación de imputación e imposición de medida de aseguramiento:  

“…Mal podría como juez de control de garantías haberme sustraído al deber de cumplir una función pedagógica hacia la señora fiscal por lo que procedí a informarle, soportado en la jurisprudencia de las altas cortes que como fiscal también cumplía y tenía el deber de garantizar los derechos fundamentales de los detenidos por lo que, si ya estaba vencido el término máximo permitido en la ley para la privación de la libertad de un ciudadano pues ella bien podría conceder la libertad para luego presentar la solicitud de formulación de imputación  e imposición de medida de aseguramiento sin detenido ante lo cual la señora fiscal se marchó desconociendo los detalles de lo que posteriormente aconteció...”.  

No obstante lo anterior, la señora Fiscal procedió a dejar en libertad a los detenidos y a ordenar el archivo de las diligencias, rehusándose a cumplir con su deber funcional, cual era solicitar la Audiencia de Formulación de Imputación y medida de aseguramiento al día siguiente.     

De manera adicional, como acertadamente lo expresó el A quo, se ha probado en esta investigación, que siendo su deber funcional, legal y constitucional, la señora Fiscal, retardó y en últimas, omitió presentar la solicitud de audiencia para la legalización  de la captura de los señores LÓPEZ AYA y CABEZAS RODRÍGUEZ, dejando vencer los términos, lo cual provocó su libertad. 
Por lo anterior, esta Sala confirmará el fallo de primera instancia respecto del séptimo cargo, relacionado con el prevaricato por omisión.
Falsedad ideológica en documento público. Artículo 286 ley 599 de 2000. “El servidor público que en ejercicio de sus funciones, al extender documento público que pueda servir de prueba, consigne una falsedad o calle total o parcialmente la verdad…”.
En la versión libre rendida por la encartada, manifestó que ofreció dinero a la víctima para que desistiera de la denuncia penal, ante el inminente vencimiento de términos:

“…se propuso un arreglo por unos baldes una olleta, un molinillo, inclusive le dije que yo misma le pagaba los perjuicios y el señor me dijo que eran doscientos mil pesos, luego me dijo que esos mismos señores le habían quitado anteriormente un celular, finalmente arreglamos por  treinta mil pesos, el señor dijo que no quería tener  problema con los detenidos”
.
Posteriormente, en el escrito de descargos, la funcionaria expresó que quien le entregó el dinero para indemnizar a la víctima fueron los mismos detenidos:

“…las afirmaciones que endilga la Sala en mi contra, resultan como un mecanismo derivante de la versión libre que entregué en el proceso  en donde afirmé que la suscrita le había manifestado al demandante que yo misma le pagaba la indemnización y que evidentemente así se hizo, pero no se me preguntó si era que ese dinero salía de mi patrimonio económico y la suscrita no lo hizo con dinero de mi propiedad sino dinero que entregaban los mismos detenidos…”. 

Lo manifestado por la encartada para cambiar su propia versión, está desvirtuado por los detenidos, quienes sostuvieron en la declaración del día 9 de febrero de 2011 que no tenían dinero ni siquiera para comprar algo de comer:  

“Yo no sé si le ofrecieron plata o no a la víctima, pero lo cierto es que cuando nos tenía la Policía en el Palacio de el Espinal hablamos con la víctima y yo suponía que iba para la cárcel y yo al señor o sea la víctima le pedí una avena y una empanada y mi compañero le decía que por favor nos quitara el denuncio, cuando él fue y nos quitó el denuncio, pero no sé si le ofrecieron plata. PREGUNTADO: diga si lo recuerda, si usted en el momento de la aprehensión por el delito de hurto, cuánto tiempo estuvo retenido o se le dio libertad prontamente, caso tal por qué razón. CONTESTÓ: la captura fue muy por la mañana como el 24 de marzo, nos capturó la policía junto con el denunciante, cuando ya nos iban a entrar al Palacio de Justicia hablamos con el denunciante pero no le ofrecí plata porque no tenía ni para una empanada que le estaba pidiendo que me regalara y si la señora fiscal le ofreció plata, no sé con qué objeto lo haría porque no tengo conocimiento. PREGUNTADO: tiene usted conocimiento si a la víctima de ese hurto se le indemnizó, caso tal quién pagó esas sumas y a cuánto ascendió la misma. CONTESTÓ: No pues la verdad el señor nos quitó la denuncia gracias a Dios, pero como ya dije no le dimos plata ni nada y ahora estoy pero por otro delito que cometí después” 
.

“PREGUNTADO: tiene usted conocimiento si a la víctima de ese hurto se le indemnizó, caso tal quién pagó esas sumas y a cuánto ascendió la misma. CONTESTÓ: La verdad las cosas se le devolvieron al señor y él desistió del denuncio y él solo quería recuperar sus cosas, no quería nada contra nosotros, y nosotros no pagamos nada” 
.

En el folio 47 del cuaderno 5 del expediente, se lee que el archivo de las diligencias obedece a que en el proceso se indemnizaron los perjuicios ocasionados a la víctima, situación que es totalmente apartada de la realidad y la verdad, por cuanto fue la misma Fiscal la que “negoció” con el perjudicado el valor a pagar. 

Así, la doctora MARTHA AZUCENA HUERTAS MORA, teniendo conocimiento que en el proceso no existía el pago de la indemnización de perjuicios por parte de los detenidos, procedió a archivar las diligencias expresando en la providencia:

“obra en las diligencias que nos ocupa memorial fechado 24 de marzo del presente año, en el que el Denunciante manifiesta que DESISTE de toda acción penal en contra de sus denunciados toda vez que ha sido indemnizado de la investigación...verificado entonces dicho desistimiento en el sentido que sea voluntario, libre y espontáneo, procede esta delegada a aceptarlo. Así las cosas a esta delegada no le queda otra alternativa diferente a ordenar el archivo definitivo de la investigación”
. 

Como acertadamente lo expresó el A quo, la orden de libertad expedida por la Dra. MARTHA AZUCENA HUERTAS MORA, así como el archivo de las diligencias, sustentados ambos actos en el supuesto de haber operado la figura del desistimiento por “indemnización de perjuicios” por parte de los victimarios, no es cierto y constituye per se, una falsedad.     

Conforme a lo plasmado en precedencia, no existe duda para esta Corporación respecto a la existencia del hecho y la responsabilidad de la funcionaria. 
En lo que corresponde a la sanción, habrá de confirmarse, pues el asunto objeto de apelación se corresponde con un comportamiento que merece una sanción ejemplarizante, dado que en el mismo se incurrió de manera dolosa, esto es, con ingredientes subjetivos de conciencia y voluntad de infringir la normativa reguladora del comportamiento de los funcionarios. 

Con fundamento en las anteriores consideraciones, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, administrando justicia en nombre de la República, y por autoridad de la ley,
RESUELVE

PRIMERO: NO DECRETAR LA NULIDAD invocada por el defensor de la disciplinada, por las razones que se expusieron en la parte motiva de esta sentencia.

SEGUNDO: CONFIRMAR el fallo del 26 de septiembre de 2012, proferido por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Tolima, mediante el cual sancionó con DESTITUCIÓN E INHABILIDAD GENERAL DE DIECISEIS (16) AÑOS a la doctora MARTHA AZUCENA HUERTAS MORA, en su calidad de Fiscal Sexta Local de Flandes, Tolima, al encontrarla responsable de incurrir en las faltas descritas en los artículo 153 numerales 1, 2 y 7, y 154 numerales 2 y  6 de la Ley 270 de 1996 y 48 numeral 1 de la Ley 734 de 2002.
TERCERO: Para la ejecución de la sanción impuesta, expídase la comunicación pertinente de conformidad con lo establecido en el artículo 220 de la Ley 734 de 2002. 

CUARTO: Por la secretaría Judicial de esta Sala, líbrense las comunicaciones de ley que fueren pertinentes. 

QUINTO: En su oportunidad devuélvase el expediente al Consejo Seccional de origen.
NOTIFÍQUESE Y CUMPLASE 

	WILSON RUÍZ OREJUELA

	Presidente
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	JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ

	Vicepresidente
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	ANGELINO LIZCANO RIVERA
	MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORA

	Magistrado
	Magistrada

	PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO
	HENRY VILLARRAGA OLIVEROS

	Magistrado
	Magistrado

	
	

	YIRA LUCIA OLARTE ÁVILA

	Secretaria judicial
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